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DIVISIÓN DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

UNIDAD DE AUTORIZACIONES Y APROBACIONES

Al contestar refiérase 

al oficio  No.13717
30 de setiembre, 2005

DI-AA-2570

Señor

Javier Abarca Meléndez, MRH

Jefe, Departamento de Recursos Humanos

Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes

San José, costado noroeste del Parque Nacional

Estimado señor:

Asunto: Sobre la obligación de presentar la  declaración jurada

Se da respuesta a su oficio MCJD-DRH-288-2005, a través del cual se indica que se considera “necesario que se caractericen o identifiquen, los servidores que deben comprenderse en los términos que el artículo 21 de la Ley No. 8422 señala”, a la vez que solicita se le indique si los siguientes funcionarios están en la obligación de presentar declaración jurada:

· Directores Regionales de Cultura 

· Responsables de dependencias específicas, por ejemplo el Director de una Banda Nacional, el Jefe de una Biblioteca Pública, el Coordinador Administrativo y el Encargado o Coordinador de un área integrada o parte de la organización de un Departamento cualquiera.

Con el ánimo de orientar a esa Unidad en la labor que le ha sido delegada, conviene considerar:

I) Sobre la presentación de declaraciones juradas

El artículo 21 de la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley No. 8422, establece en su párrafo primero de forma taxativa, cuales funcionarios se encuentran obligados a declarar su situación patrimonial. Por su parte, el párrafo segundo impone dicha obligación a los empleados de las aduanas, los empleados que tramiten licitaciones públicas, los demás funcionarios públicos que custodien, administren, fiscalicen o recauden fondos públicos, establezcan rentas o ingresos en  favor del Estado, los que aprueben y autoricen erogaciones con fondos públicos, según la enumeración contenida en el Reglamento de la Ley de cita.

Así, se hace necesario recurrir a dicho cuerpo reglamentario a efectos de conocer los restantes funcionarios públicos que deben declarar su situación patrimonial, lo que hace necesario – de previo a la rendición del documento – se verifique que la nomenclatura del cargo que se ocupe, se encuentre enunciada en la lista expuesta en el artículo 55 de previa cita.

En este sentido se ha manifestado el Ente Contralor al decir:

“(...)En razón de lo anterior, el mencionado Reglamento incluyó de forma enunciativa un listado de puestos que estarían afectos a la declaración de bienes y que responden al mandato legal, de modo que aquellos cargos o puestos que no se encuentren en el mismo, en principio no están obligados a rendir declaración jurada de bienes.” Oficio 12359 del 30 de setiembre del 2005  

Con sustento en lo anterior, además de los cargos  que se nombran en el artículo 21 de la Ley No.8422, deberán  declarar su situación patrimonial ante esta Contraloría General, los funcionarios de ese Ministerio cuyo puesto se enuncie de forma expresa en el  numeral 55 aparte I del Reglamento en mención. 
Sin perjuicio de lo anterior, cabe realizar las siguientes observaciones:

i) Conforme a la nomenclatura dispuesta en el referido artículo 55 aparte I del Reglamento de mérito, los Directores Regionales, así como los Coordinadores Específicos, están obligados a rendir la declaración jurada de bienes.
ii) En cuanto a los demás puestos de Directores, se encuentran obligados a declarar aquellos que correspondan a una Dirección General, de División, de Área, así como de Área, Dirección, Departamento, Oficina o Sección de Tesorería.

En los puestos de jefatura, se incluye al Jefe de Departamento, Jefe o Encargado de Departamento de aprovisionamiento de materiales, Proveedurías Internas (o cargo similar), de bodega de materiales y suministros con existencias igual o mayor a 50 millones de colones, Jefe o Encargado del Área Financiera, así como Jefe de Área, Dirección, Departamento, Oficina o Sección de Tesorería.

De esa manera, en cuanto a los responsables de dependencias específicas, tales como el Director de una Banda Nacional y el Jefe de una Biblioteca Pública –citados por usted como ejemplo-, los mismos estarían -en principio- obligados a declarar en tanto dicha nomenclatura sea coincidente con la expuesta en el Reglamento de marras; cotejo que compete efectuarlo a ese Departamento de Recursos Humanos.

iii) Si bien es cierto el artículo 55 aparte I del Reglamento en mención, enumera los funcionarios que deben rendir la declaración jurada de bienes, lo cierto es que no debe desconocerse que tanto la Ley como el reglamento delimitan sus alcances, por lo que si los funcionarios públicos nombrados en dichos cargos no custodian, administran, fiscalizan o recaudan fondos públicos, establecen rentas a favor del Estado, o aprueban y autorizan erogaciones con fondos públicos (conceptos definidos en los artículos 21 de la Ley en comentario y 1 de su  Reglamento), no podrían ser obligados a rendir declaración de su situación patrimonial, dado que se estaría rebasando el marco legal. 

De igual forma que el punto anterior, es menester señalar que tal situación corresponde verificarla a ese Departamento de Recursos Humanos.
iv) Debe advertirse que el numeral 23 de la Ley No. 8422 señala que el hecho que un servidor público no esté obligado a presentar su declaración jurada de bienes, no impedirá realizar averiguaciones y estudios pertinentes para determinar un eventual enriquecimiento ilícito. Para ello, la Contraloría General o el Ministerio Público, por medio del fiscal general, podrán en cualquier momento exigir, por orden singular, a todo funcionario público que administre o custodie fondos públicos, que presente declaración jurada de su situación patrimonial, siendo que a partir de tal momento, el funcionario deberá rendir su declaración inicial, anual y final en los términos previstos por la Ley.

II) Deber de informar sobre funcionarios sujetos a declaración jurada
Finalmente, téngase presente el contenido del artículo 28 de la Ley No. 8422, a través de la cual se indica que el director, jefe o encargado de la unidad de recursos humanos o de la oficina de personal de cada órgano o entidad pública, tiene el deber de informar a la Contraloría General, acerca de los funcionarios sujetos a la declaración jurada, ergo corresponde a dichos jefes, directores o responsables a cargo, el análisis, valoración y definición de los cargos que deben cumplir con la obligación descrita.

En este sentido, obsérvese lo señalado en la Circular  emitida a través de Oficio No. 12087 (DI-AA-2163) de fecha 28 de setiembre de 2005, dirigido a las Unidades de Recursos Humanos, Oficinas de Personal o similares de la Administración Pública, cuyo contenido versa sobre la obligatoriedad que tienen esas dependencias de delimitar y remitir la información concerniente a los puestos que deben cumplir con la presentación de declaración jurada. 
Atentamente,






Lic. Manuel Corrales Umaña, MBA






Jefe de Unidad
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